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I. Introducción

1. El Equipo de País de las Naciones Unidas (UNCT) se complace en presentar su contribución
para el Cuarto ciclo del Examen Periódico Universal; bajo el liderazgo de la Oficina del
Coordinador Residente.

II. Aceptación de normas internacionales y colaboración con los mecanismos y órganos
internacionales de derechos humanos

Aceptación de normas internacionales

2. El UNCT recomienda considerar la ratificación de los tratados de los que el país no es parte
sobre la abolición de la pena de muerte, el acceso a peticiones individuales por derechos
económicos, sociales y culturales, así como tratados referidos a derechos ambientales y
laborales, la protección frente al racismo y la discriminación, la cibercriminalidad, el abuso
sexual infantil, y el derecho penal internacional. 1 Asimismo, el UNCT recomienda asegurar el
alineamiento de su ordenamiento jurídico nacional con las obligaciones derivadas de los
tratados de derechos humanos ratificados2.

Cooperación

3. El UNCT recomienda fortalecer la cooperación con los procedimientos especiales, a través de
la confirmación de las fechas de las visitas pendientes del Relator sobre sustancias tóxicas y del
Relator sobre ejecuciones extrajudiciales. Asimismo, el UNCT recomienda evaluar la
pertinencia de visita por parte del Comité contra las Desapariciones Forzadas, y de visitas de
seguimiento del Grupo de trabajo sobre empresas y derechos humanos, el Grupo de trabajo
sobre desapariciones forzadas, la Relatora Especial sobre el derecho a la salud, el Relator de
pueblos indígenas, y el Grupo de Trabajo sobre la discriminación de las mujeres y las niñas.
Además, el UNCT recomienda el fortalecimiento de los espacios de consulta y diálogo con las
organizaciones de la sociedad civil en los procesos de colaboración con los mecanismos
internacionales de derechos humanos, y el fortalecimiento de las capacidades de respuesta de las
comunicaciones de procedimientos especiales, órganos de tratados, y órganos de control de la
OIT.

III. Marco nacional de derechos humanos

Planes y políticas nacionales

4. El UNCT recomienda desarrollar estrategias, alineadas a la Agenda 2030 para el Desarrollo
Sostenible y que aborden y mitiguen los impactos socioeconómicos de la pandemia, el cambio
climático y otras crisis internacionales, que permitan armonizar las políticas nacionales3 con las
obligaciones internacionales de derechos humanos de Perú, con indicadores de impacto, con
sensibilidad al género, la inclusión de la discapacidad, y las diferencias culturales, asignación de
responsabilidades por escalas, y con recursos humanos especializados, presupuestos suficientes,
procesos participativos inclusivos de los grupos vulnerables y las partes interesadas afectadas, y
con sistemas de información y monitoreo disponibles al público, generando datos y estadísticas
desagregadas,.

Institucionalidad



3

5. El UNCT recomienda garantizar la asignación presupuestal necesaria y el desarrollo de un
proceso debido, transparente y público de selección y nombramiento de los principales
funcionarios de la Defensoría del Pueblo, el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y
otros tratos o penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (MNPT), los Mecanismos nacionales
sobre discapacidad, el Tribunal Constitucional, y otros órganos jurisdiccionales, con enfoque de
género e interculturalidad.

IV. Implementación de las obligaciones internacionales de derechos humanos, teniendo en
cuenta el derecho internacional humanitario aplicable

A. Cuestiones transversales

1. Igualdad y no discriminación

6. El UNCT reconoce las acciones estatales para erradicar la discriminación y los estereotipos,
como la ratificación del Convenio 190 de la OIT sobre la violencia y el acoso en el mundo del
trabajo4, la aprobación de la Política Nacional del Pueblo Afroperuano al 2030, la Política
Nacional de Igualdad de Género (PNIG)5, el Plan Estratégico Multisectorial de Igualdad de
Género (PEMIG)6, el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-20217, y la plataforma Alerta
Contra el Racismo. Sin embargo, pueblos indígenas u originarios, pueblo afroperuano y otros
afrodescendientes, personas con discapacidad, personas LGTBIQ, mujeres, niños, niñas y
adolescentes (NNA), refugiados y migrantes, personas defensoras y periodistas, personas en
movilidad humana, personas que viven con VIH/SIDA, adultos mayores, personas privadas de
libertad continúan enfrentándose a la discriminación, la violencia y la explotación, en diferentes
dimensiones como la justicia, la educación, la salud (incluyendo la salud sexual y reproductiva),
la protección social, y la participación política.

7. El UNCT manifiesta su preocupación sobre los proyectos de ley y las normas aprobadas por
el Congreso de la República y gobiernos regionales y locales, así como decisiones judiciales del
Tribunal Constitucional y del Poder Judicial, las cuales podrían contravenir las obligaciones y
los estándares internacionales de derechos humanos sobre trabajadores, refugiados y migrantes,
pueblos indígenas, personas con discapacidad, adultos mayores, pueblos afroperuanos y otros
afrodescendientes, personas LGTBIQ, NNA, y mujeres. Por ello, el UNCT recomienda
fortalecer las capacidades técnicas del Poder Legislativo, el Poder Judicial, los gobiernos
regionales y locales, y los órganos jurisdiccionales para implementar las obligaciones y los
estándares internacionales de derechos humanos vinculantes para el Estado peruano.

8. El UNCT recomienda adoptar las medidas pertinentes para fortalecer el marco normativo e
institucional sobre discriminación que permitan fortalecer la prevención y dar seguimiento a los
casos reportados, sancionar y reparar integral y efectivamente, empoderar a las víctimas y
erradicar la impunidad de los actos de discriminación y discursos de odio; garantizando una
asignación presupuestal adecuada para las políticas nacionales, incluyendo la PNIG, el PEMIG,
y la plataforma Alerta contra el racismo.

2. Medio ambiente, cambio climático y gestión del riesgo de desastres

9. El UNCT reconoce los esfuerzos del gobierno para fortalecer la resiliencia frente al cambio
climático, destacando la Ley 30754, Ley Marco sobre Cambio Climático y su Reglamento8, el
cual incluyó el proceso de consulta previa a los pueblos indígenas, la Política Nacional de
Gestión del Riesgo de Desastres al 20509, el Plan Nacional de Adaptación al Cambio
Climático10 u otros Compromisos de cumplimiento de las Contribuciones Nacionalmente
Determinadas al 203011; asimismo, se han conformado instancias para asegurar la participación
efectiva de actores gubernamentales, sector privado, y sociedad civil en la gestión integral del
cambio climático12.
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10. El UNCT recomienda fortalecer las capacidades de los gobiernos locales, regionales y
nacional para implementar las medidas de mitigación y adaptación con enfoques basados ​​en los
derechos humanos, género e intercultural, en sus políticas, leyes y reglamentos ambientales, de
cambio climático y de gestión del riesgo de desastres. Asimismo, priorizar la implementación y
escalamiento de soluciones basadas en conocimientos ancestrales y organizaciones
comunitarias, asegurando la conservación, gestión y uso sostenible de los bosques, la
biodiversidad y los servicios ecosistémicos. El UNCT recomienda que el Estado peruano
ratifique el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, Participación Pública y el
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe para garantizar la
protección ambiental de los grupos de especial protección, y especialmente, frente al impacto
del cambio climático.

3. Empresas y derechos humanos

11. El UNCT reconoce que la aprobación del Plan Nacional de Acción en Empresas y Derechos
Humanos 2021–2025 (PNAEDH)13 representa un avance indiscutible en la promoción de la
conducta empresarial responsable. El PNAEDH deberá dialogar con las medidas para impulsar
la reactivación socioeconómica, siendo así una oportunidad para transformar las desigualdades
que afectan a los sectores más vulnerables y para promover el desarrollo sostenible.

12. El UNCT recomienda asignar recursos humanos especializados y un presupuesto adecuado
para garantizar la implementación de los indicadores y las metas del PNAEDH 2021-2025; en
especial, continuar con el diálogo de la mesa multi-actor para la implementación plena de los
mecanismos de reporte y seguimiento de la debida diligencia empresarial, el Sistema Nacional
de Cuidados y otras medidas que aseguren la igualdad real y efectiva de la mujer y otros grupos
marginalizados en la vida económica y empresarial.

13. Asimismo, el UNCT recomienda el desarrollo normativo de medidas obligatorias para que
las empresas lleven a cabo la diligencia debida en materia de derechos humanos, frente a los
efectos negativos de las actividades empresariales en los derechos humanos, y el medio
ambiente. Además, el UNCT recomienda que se eliminen las barreras de los mecanismos
judiciales y extrajudiciales que dificultan el acceso a reparaciones integrales por parte de las
víctimas. Se recomienda la publicación de información sobre el impacto de la actividad
empresarial en los derechos de NNA, jóvenes, mujeres, pueblos indígenas, pueblo afroperuano
y otros afrodescendientes, personas LGTBIQ, personas defensoras, refugiados y migrantes,
personas con discapacidad y adultos mayores.

4. Corrupción, crimen organizado y conflictividad social

14. El 53% de peruanos y peruanas considera que el principal problema que afecta a sus
derechos humanos es la corrupción14, y este problema genera pérdidas equivalentes al 3% del
PBI peruano15 16.

15. El UNCT recomienda fortalecer las capacidades interinstitucionales del gobierno, sociedad
civil, los jóvenes, y organizaciones de empleadores y de trabajadores para prevenir, denunciar y
sancionar actos de corrupción y actividades ilícitas, así como promover el cumplimiento de
acuerdos dados en las mesas de diálogo social como medida de solución y prevención de los
conflictos sociales, de forma transparente, la rendición de cuentas y la asignación de recursos
públicos.

B. Derechos civiles y políticos

1. Vida, libertad y seguridad personales
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16. El UNCT reconoce esfuerzos y medidas existentes en temas de justicia transicional
relacionadas al período de violencia 1980-2000. Sin embargo, preocupan obstáculos en el
acceso a los derechos a la justicia, verdad, reparación y garantías de no repetición,
particularmente para víctimas de tortura, violación y violencia sexual, desplazamiento forzado,
y desapariciones forzadas e involuntarias ocurridas durante el período de violencia 1980 – 2000;
y recientemente, como en el contexto de las protestas de noviembre y diciembre de 2020.

17. El UNCT recomienda que el Estado peruano implemente medidas para prevenir violaciones
de derechos humanos en el contexto de protestas y priorizar esfuerzos para asegurar un acceso
efectivo a la justicia, verdad, reparación y no repetición, incluyendo el enfoque de víctimas, con
perspectiva de género e intercultural, así como la implementación de medidas reparatorias no
condicionadas al resultado de un proceso judicial. El UNCT recomienda asignar recursos
adecuados a mecanismos y programas estatales encargados de la implementación de procesos de
justicia transicional; así como crear condiciones para la oportuna investigación, persecución y
sanción de graves violaciones de derechos humanos.

2. Administración de justicia, y estado de derecho

18. El UNCT destaca la aprobación de la Estrategia Nacional de Implementación del Sistema
Nacional Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia contra las
Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar (SNEJ)17 y del reglamento de la Ley 3092618, del
Decreto Legislativo 134819, del Programa Nacional de Centros Juveniles20. Sin embargo, el
UNCT muestra preocupación por las cifras de sentencias condenatorias sobre los casos de
feminicidio; en 2020 se registraron 173 casos de feminicidio, de los cuales sólo 10 casos tienen
sentencias condenatorias21.

19. El UNCT recomienda la asignación de un adecuado presupuesto para el funcionamiento del
SNEJ, incluyendo la efectiva interoperabilidad del sistema así como el fortalecimiento de las
competencias de operadores de justicia en la aplicación de leyes y procedimientos libre de
estereotipos, con enfoque de género e interculturalidad, y brindar recursos presupuestales
necesarias al Poder Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, y Procuraduría General, para
garantizar tutela judicial efectiva y debido proceso.

3. Participación en la vida pública y política

20. El UNCT reconoce la aprobación de la Ley 3103022 y la Ley 3115523, siendo así que en las
elecciones generales 2021 se logró la cifra más alta de representación femenina en la historia del
Congreso peruano, aumentado de 26 a 38 % la participación de las mujeres24. Sin embargo, se
ha identificado acoso digital a mujeres candidatas y discursos de odio durante las elecciones.

21. El UNCT recomienda campañas de sensibilización para garantizar la prevención del acoso
político y los discursos de odio, así como promover el acceso y la paridad en cargos de toma de
decisión en las entidades públicas, y la adopción de medidas afirmativas que permitan una
composición paritaria y diversa en los organismos constitucionalmente autónomos del sistema
de justicia.

4. Reunión pacífica y asociación

22. Entre 2002 y 2020, 159 personas fallecieron durante protestas sociales por el uso excesivo
de la fuerza por parte de las Policía Nacional del Perú a nivel nacional25; de los cuales 50 casos
se encuentran en proceso judicial; y en el 2022, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público
informaron que registran tres fallecidos26.

23. El UNCT recomienda elaborar un padrón de víctimas, incluyendo a periodistas y los
familiares, de la represión policial durante las protestas sociales, y la efectivización de una



6

reforma policial, incluyendo capacitación especializada en derechos humanos, prevención de las
desapariciones forzadas, la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradante, y uso
excesivo de la fuerza a agentes policiales, personal militar u otras fuerzas de seguridad. Se debe
asegurar que no queden en la impunidad las violaciones a los derechos humanos cometidas por
fuerzas públicas de seguridad en el contexto de las protestas sociales.

5. Trata de personas, esclavitud y trabajo forzoso

24. El UNCT reconoce que la aprobación de la Política Nacional contra la Trata de Personas y
sus formas de explotación al 203027 y la Ley 2895028, la ratificación del Protocolo de 2014
relativo al Convenio sobre el trabajo forzoso 1930, y la aprobación de la Política Nacional
contra la Trata de Personas y Delitos de Explotación fortalecieron el marco institucional; sin
embargo, persisten desafíos asociados a la protección de las víctimas, la disponibilidad de
espacios de acogida y hogares de refugio temporal, y la erradicación de estereotipos de género
que obstaculizan el acceso a la justicia y a mecanismos de protección de las víctimas.

25. El UNCT recomienda fortalecer los procedimientos de identificación, derivación y
asistencia oportuna a las víctimas de trata, con asignaciones presupuestales suficientes para la
prevención e investigación del delito; así como el desarrollo de un mecanismo de seguimiento y
evaluación que aborde causas de la trata y explotación, especialmente mujeres refugiadas y
migrantes, y NNA. Siendo así que en los casos de trata, esclavitud y trabajo forzoso de NNA, se
recomienda que las sanciones sean eficaces y disuasorias; y que se fortalezca la capacidad de
acción de la inspección del trabajo para impedir que NNA realicen trabajos domésticos estén
implicados en trabajos peligrosos, librarlos y asegurar su rehabilitación e inserción social.

6. Privacidad y vida familiar

26. El UNCT recomienda que el Congreso evite aprobar la propuesta legislativa que otorgaría
automáticamente la tenencia compartida a ambos padres, atentando contra el principio de interés
superior del niño29 al exponer a NNA y a mujeres al riesgo de situaciones de violencia30.

7. Tortura, y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

27. El UNCT recomienda la creación de un registro centralizado de denuncias, investigaciones,
enjuiciamientos y condenas sobre casos de tortura y malos tratos, accesible a las víctimas, sus
familiares y defensores, que incorpore variables sensibles al género, la discapacidad, la
condición migratoria y de refugio.

8. Desapariciones forzadas e involuntarias

28. El UNCT recomienda el fortalecimiento de los sistemas de prevención, búsqueda,
investigación, reparación y memoria de toda víctima de desaparición forzada, y adoptar medidas
para reconocer el papel de las víctimas y atender debidamente sus necesidades de atención y
protección con enfoque diferencial, con especial atención de los casos de larga data y
desapariciones ocurridas en el contexto migratorio.

29. En febrero 2022, la DP reportó 478 notas de alerta de niñas, adolescentes y mujeres, y la
Policía Nacional del Perú (PNP) registró 983 denuncias. A pesar de la creación del Registro
Nacional de Información de Personas Desaparecidas (RENIPED) existen dificultades para la
aplicación de los procedimientos de geolocalización desde la PNP y el Ministerio del Interior.
El UNCT recomienda incorporar la desaparición de mujeres por razones de género como una
forma de violencia en la Política Nacional contra la Violencia Hacia La Mujer (2022-2027), así
como protocolos sectoriales que regulen la actuación de las instituciones a fin de responder con
propiedad a las características particulares de la desaparición de mujeres y niñas, así como
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población refugiados y migrantes, reconociendo sus vinculaciones con otras formas de violencia
y con la discriminación estructural de género que enfrentan las mujeres, adolescentes y niñas.

30. El UNCT recomienda fortalecer las capacidades de las instituciones del SNEJ y otros
sectores con competencias en la materia, para prevenir, detectar, responder a las desapariciones
de mujeres y niñas desde los estándares internacionales de debida diligencia para los Estados, y
fortalecer los sistemas de información, y su interoperabilidad, en especial de los registros
administrativos sobre denuncias de desapariciones por razones de género, con data desagregada
incluyendo grupo etario, etnia, discapacidad, nacionalidad y estado migratorio, entre otros.

C. Derechos económicos, sociales, culturales y ambientales

1. Trabajo en equitativas y satisfactorias

31. El UNCT recomienda mejorar la recolección de datos completos, precisos y desagregados
sobre la escala de la informalidad y su impacto en la economía y los derechos humanos de la
población, que permitan desarrollar una transición a la economía formal y un sistema integral de
protección social, incluyendo un piso de protección social, la cual asegure el acceso universal a
la salud, incluyendo salud sexual y reproductiva, nutrición, seguridad alimentaria, seguridad
básica de ingreso y sistema de cuidados, con un enfoque integrado y especial énfasis en género.

32. El UNCT recomienda, para la prevención de toda forma de abuso y explotación de NNA, el
fortalecimiento de la inspección laboral y de las iniciativas como Sello Libre de Trabajo
Infantil, en materia de turismo, deporte y uso de las tecnologías, que reduzcan la tasa de
participación en actividades económicas.

2. Salud, salud sexual y reproductiva

33. En 2020 hubo un aumento en la tasa de mortalidad materna, ascendiendo a 439, y se triplicó
el número de niñas menores de 10 años forzadas a ser madres, registrándose 26 partos31; a
noviembre 2021, se registraron 423 muertes maternas32. Cabe precisar que el Estado peruano ha
elaborado una serie de iniciativas para la promoción y protección de la salud de los
adolescentes33, como la Norma Técnica de Salud para la Atención Integral de Salud de
Adolescentes34; así como reforzar la atención neonatal35 con la Norma General Técnica para la
Atención Integral del Recién Nacido en la Unidad de Puerperio en Servicios de Obstetricia y
Ginecología. Por otro lado, se fortaleció el sistema de atención a la salud mental, aprobándose la
ley de Salud Mental36 y mediante las Orientaciones Técnicas para el Cuidado Integral de la
Salud Mental de la Población Adolescente37 se brindó orientación al personal en los
establecimientos de salud para mejorar la salud mental adolescente38.
34. El UNCT sugiere asignar el presupuesto adecuado para fortalecer las capacidades de
instituciones a nivel local, regional y nacional y la promoción de la salud que fortalezcan las
estrategias comunitarias, y los servicios de atención primaria para asegurar el acceso a una
atención de calidad e integral, en especial gestantes y NNA; garantizar la prevención atención a
la salud mental, la atención a la nutrición, a la salud sexual y reproductiva, incluyendo salud con
funciones obstétricas y neonatales, acceso a métodos anticonceptivos modernos y
anticoncepción oral de emergencia. Así como diseñar e implementar políticas multisectoriales
que garanticen la prevención de maternidades forzadas, el acompañamiento integral y de
restitución de derechos vulnerados a niñas y adolescentes que han atravesado maternidades
forzadas; el fortalecimiento de la respuesta sanitaria frente a la violencia de género, con recursos
humanos especializados, presupuestos suficientes, así como sistemas de información y
monitoreo que generen data desagregada y estadísticas sobre avances logrados, con énfasis en el
aseguramiento del manejo clínico de la violación sexual de conformidad con la normatividad
vigente y los estándares internacionales.
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3. Educación
35. La aprobación de la Ley 3149839 pone en riesgo el Programa de Educación Intercultural
Bilingüe (PEIB)40 y su Plan Nacional41, procesos de normalización de lenguas, o elaborando
mapas etnolingüísticos que contribuyan a mejorar su aplicación42, así como los Lineamientos de
Educación Sexual Integral para la Educación Básica43, que promueven el buen trato y la
inclusión en la educación integral44.

36. El UNCT recomienda reformular la norma legislativa, toda vez que tiene un impacto en el
ejercicio del derecho a la educación, incluyendo la educación sexual integral; asimismo se
recomienda el aumento de presupuestos con criterios de equidad para atender las brechas
generadas por la pandemia del COVID-19, con especial énfasis en los espacios educativos, la
retención y revinculación de estudiantes, recuperación de aprendizajes y atención
socioemocional de NNA y docentes, teniendo escuelas libres de estereotipos y violencia.

4. Vivienda

37. El UNCT recomienda adoptar medidas que reduzcan la falta de vivienda entre los grupos
vulnerables en todo el país, y prever recursos efectivos para las víctimas de desalojos forzosos.
El UNCT recomienda que el Congreso se abstenga de aprobar el proyecto legislativo
1476-2021-CR que autorizaría al Ministerio del Interior la realización de incursiones en las
viviendas y de zonas de concurrencia de refugiados y migrantes, y que establecería un Registro
obligatorio de Extranjeros Indocumentados (REI) 45.

5. Nutrición, seguridad alimentaria, agua y saneamiento

38. El UNCT recomienda que se prioricen las medidas que erradiquen la pobreza, la triple carga
de la malnutrición (desnutrición, anemia y sobrepeso y obesidad)46, que promuevan la
productividad agrícola y la seguridad alimentaria, aseguren una alimentación nutritiva y
saludable de alimentos de la parte de la población en peligro, garanticen el acceso equitativo de
mujeres, personas con discapacidad, adultos mayores, refugiados y migrantes, pueblos
indígenas y pueblo afroperuano, a la tierra en el contexto actual de recuperación
socioeconómica frente a la pandemia del COVID-19, aumento de la inflación y de los precios
internacionales de los fertilizantes.

39. El UNCT recomienda que se fortalezca la asignación financiera a los sectores urbanos y
rurales, expansión de los programas sociales a las zonas periurbanas, impulsar la Ley de
Seguridad Alimentaria y la política para promover la agricultura familiar y poner especial
relevancia al cierre de brechas de inequidad de género, mejorar la cobertura de agua y
saneamiento de los grupos vulnerables.

40. Según la Encuesta Nacional Demográfica y de Salud Familiar (ENDES) 2021, existe un
43,5% de niños y niñas de 6 a 36 meses con anemia y un 12,2% de niños y niñas menores de 5
años con desnutrición crónica infantil. Por otro lado, durante 2017 – 2018, la prevalencia de
sobrepeso y obesidad en niñas y niños de 5 a 9 años ha aumentado de 19.4% a 37.4%; y en los
adolescentes creció de 17.8% a 25%. Según el estudio de inseguridad alimentaria desarrollado
por MIDIS y MIDAGRI, el 51% de los peruanos estaría en inseguridad alimentaria, y de ellos
3.5% en inseguridad alimentaria severa.

6. Medio ambiente limpio, sano y sostenible

41. El UNCT recomienda generar un marco normativo, técnico y operacional para reducir el
riesgo y fortalecer la gestión adecuada y oportuna de emergencias ambientales, así como definir
estrategias claves para la pronta recuperación de las personas y el medio ambiente que
respondan integralmente frente a las personas expuestas a metales pesados, metaloides y otras
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sustancias47 48.
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D. Grupos específicos

1. Mujeres

42. El UNCT reconoce el avance normativo en el abordaje de la violencia basada en género
(VBG), la Ley 30364, la Política Nacional de Igualdad de Género49, el Programa Presupuestal
orientado a Resultados de Reducción de la Violencia contra la Mujer50, la Estrategia Nacional
de Prevención de la Violencia de Género contra las Mujeres “Mujeres libres de violencia”51; y
la modificación del Reglamento de la Ley 2794252. Sin embargo, a marzo de 2022, el Ministerio
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP) ha registrado más de 5,000 casos de violencia
sexual y 33 casos con características de feminicidio; ello no incluye datos desagregados con
variable de mujer refugiada y migrante.

43. El UNCT manifiesta su preocupación sobre la limitada autonomía corporal ejercida por las
adolescentes y mujeres, incluyendo desde el ejercicio de sus derechos reproductivos, que se ha
visto exacerbada debido a la pandemia de COVID-19, incrementando un 65% aproximadamente
el número de muertes maternas de 2021 en relación con 2019.

44. El UNCT recomienda fortalecer las capacidades de prevención e intervención multisectorial
que aborden la VBG incluyendo las que conforman en SNEJ y el Grupo de Trabajo sectorial53,
para asegurar una adecuada prestación de los servicios de prevención, protección y atención a
las víctimas, sensibilización y educación con enfoque de género e intercultural a los operadores
de justicia, gestores de casos y proveedores de servicios. Asimismo, recomienda fortalecer la
capacidad resolutiva de los establecimientos de salud con funciones obstétricas y neonatales, la
asignación presupuestal y calidad del gasto de la salud sexual y reproductiva y formular marcos
de política para la reducción de muertes maternas evitables.

45. El UNCT recomienda impulsar políticas para cerrar las brechas de inequidad en mujeres
agricultoras y productoras, e implementar medidas que fortalezcan la independencia financiera
de las mujeres, asimismo, implementar medidas para reducir la brecha salarial en el sector
público e incorporar en la legislación el principio de igualdad de remuneración entre hombres y
mujeres por un trabajo de igual valor consagrado en el Convenio sobre igualdad de
remuneración de la OIT54.

2. Niños, niñas y adolescentes

46. El UNCT muestra su preocupación frente a los matrimonios infantiles y las uniones
tempranas y forzadas, acentuadas en grupos poblacionales y territorios rurales y amazónicos
más rezagados55, existiendo una preocupante cifra de uniones tempranas en el caso de las
adolescentes entre 10 y 17 años, 23% de adolescentes casadas y 58% de adolescentes unidas
informalmente y en convivencia56.

47. El UNCT recomienda fortalecer capacidades multisectoriales frente a la complejidad y el
impacto de los matrimonios infantiles y las uniones tempranas en la vida de las niñas, sus
vinculaciones con el embarazo temprano y la violencia sexual y el empoderamiento de NNA.
Asimismo, se recomienda fortalecer capacidades para la integración de la educación sexual
integral en la educación de acuerdo con estándares internacionales, la protección de NNA en
situación de calle, separados y no-acompañados, acceso a servicios y prevención de la violencia,
apoyo en la emancipación, y reunificación familiar.

48. El UNCT reconoce el avance normativo para el abordaje y erradicación del castigo
corporal57. Sin embargo, aún 6 de cada 10 niñas y niños (entre 9-11 años) y 7 de cada 10 (entre
12-17 años) experimentan violencia58. En 2019, los registros administrativos de las atenciones
realizadas por el Servicio Educadores de Calle59 indicaron la atención a 8,074 NNA (3.686
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mujeres y 4.388 hombres)60. Por ello, el UNCT manifiesta su preocupación por la ausencia de
registros de NNA en situación de calle, incluyendo la variable de NNA refugiadas y migrantes.

3. Refugiados, solicitantes de asilo, y migrantes

49. Perú acoge a 1.32 millones de personas de nacionalidad venezolana, siendo el 80%
residentes en la ciudad de Lima, y estas se encuentran en condición de refugiadas, solicitantes
de asilo61 y migrantes62. En 2021 las restricciones de movilidad aumentaron la vulnerabilidad de
las personas refugiadas y migrantes63. Más aún, el Perú cuenta con una normativa nacional que
no facilita el acceso de extranjeros a un empleo formal64.

50. El UNCT recomienda que la regularización sea accesible y asequible para los refugiados y
los migrantes y sus familiares, y que las multas impuestas como sanciones por delitos
relacionados con la migración no bloqueen el acceso a los mecanismos de regularización. El
UNCT recomienda ratificar los Convenios de la OIT 97 de 1949 y 143 de 1975 sobre
trabajadores migrantes y fortalecer la Política Nacional Migratoria 2017 – 2025 con enfoque de
derechos humanos, de género y de interculturalidad, incluyendo la temática de movilidad
humana, identificando las capacidades multisectoriales e institucionales a fin de diseñar e
implementar estrategias sostenibles para la gestión adecuada en la integración de la población
refugiada, solicitante de asilo y migrantes incluyendo la ampliación y fortalecimiento de los
mecanismos de documentación y regularización migratoria; así como el acceso a programas
sociales y especialmente a aquellos que aseguren su salud, nutrición y seguridad alimentaria.

4. Personas con discapacidad y adultos mayores

51. Según el último estudio sobre pobreza monetaria en Perú para el 2021, los hogares pobres
que tienen “al menos un miembro con discapacidad” son el 17,2%; superior en 3,9 puntos
porcentuales a los hogares no pobres que tienen entre sus miembros a esta población (13,3%).
Según el INEI (2021), el 41,7% de mujeres con discapacidad fue víctima de violencia por parte
de su pareja; el 73,1% del área rural, mayor en 36,0 puntos porcentuales respecto a las del área
urbana (37,1%); un gran número de mujeres con discapacidad no denuncia la violencia, porque
enfrentan muchas barreras para acceder al sistema de justicia, lograr protección y prevenir más
violencia basada en género.

52. El UNCT recomienda mejorar los marcos legales y normativos relacionados a los derechos
de las personas con discapacidad así como la rendición de cuentas en materia de tratados y
estándares internacionales con énfasis en sus derechos sexuales y reproductivos; además el
desarrollo de datos desagregados para la inclusión de NNA65 con discapacidad en el sistema
educacional y de salud; así como implementar ajustes razonables y realizar consultas a las
personas con discapacidad y adultos mayores en su diversidad sobre las medidas normativas que
podrían afectar el ejercicio de sus derechos.

5. Jóvenes

53. El UNCT recomienda fortalecer la participación de jóvenes en los procesos de toma de
decisiones; fortalecer su empoderamiento económico; mitigar los impactos de la pandemia de
COVID-19 en su salud (incluida la salud mental); y adoptar medidas institucionales y
administrativas para incorporarlos en la implementación del Acuerdo de París y la Agenda 2030
para el Desarrollo Sostenible.

6. Desplazados internos

54. El UNCT recomienda fortalecer la protección y el empoderamiento de los derechos de los
desplazados internos, en particular en la respuesta a la pandemia de COVID-19 y por desastres
naturales, y mejorar su nivel de participación en los asuntos públicos y políticos que los afectan.
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7. LGTBIQ

55. La discriminación y la violencia contra las personas LGTBIQ son las principales barreras
que estas personas enfrentan, siendo así que el 56.5% sienten temor de expresar su orientación
sexual y/o identidad de género, y el 72% lo hace por miedo a ser discriminado/a o agredido/a,
habiendo sido más del 60% víctima de discriminación y/o violencia66.

56. El UNCT recomienda realizar los cambios normativos que permitan garantizar los derechos
de las personas LGBTIQ, reconociendo a las familias integradas por personas LGTBIQ su
derecho a la adopción y filiación de sus hijos, y el derecho a la identidad para personas trans e
intersex, con especial atención de las barreras afrontadas por la población LGTBIQ refugiada y
migrante; fortalecer los servicios de salud, salud sexual y reproductiva y de prevención y
atención de la violencia y la discriminación de modo que respondan sus necesidades específicas;
mejorar los registros de información a nivel institucional e interinstitucional sobre violencia y
discriminación hacia las personas LGTBIQ, así como fortalecer la respuesta pública para la
prevención y atención de discursos y crímenes de odio y desapariciones de población LGBTI.

8. Pueblos indígenas, pueblo afroperuano, y otros afrodescendientes

57. El UNCT recomienda fortalecer las capacidades para mejorar la prestación y el acceso de
los servicios públicos, garantizar el derecho al territorio, a los recursos naturales y a la consulta
previa; promover y respetar los derechos de niñas y mujeres indígenas y afrodescendientes; y
erradicar la xenofobia, el racismo y la discriminación múltiple e interseccional contra otros
afrodescendientes.

58. El UNCT recomienda incrementa las capacidades para mejorar la prestación y el acceso de
los servicios públicos, garantizar el derecho a la consulta previa y al territorio tomando en
cuenta las medidas necesarias para dar tratamiento a los procesos de identificación, demarcación
y regularización de las tierras tradicionalmente ocupadas por los pueblos indígenas en las
distintas regiones del país67; promover y respetar los derechos de niñas y mujeres indígenas y
afroperuanas; avanzar en la implementación de la Política Nacional del Pueblo Afroperuano al
2030 y erradicar la xenofobia y el racismo contra otros afrodescendientes, así como fortalecer la
generación, análisis y uso de estadísticas vitales y registros administrativos con la variable de
auto identificación étnica y discapacidad a fin de formular políticas gubernamentales dirigidas a
atender los derechos de dichas poblaciones.

9. Personas defensoras y periodistas

59. El UNCT reconoce el avance de políticas y mecanismos para la protección de las personas
defensoras68. Sin embargo, personas defensoras, periodistas, miembros asociados de los medios
de comunicación, sindicalistas, así como sus familiares, continúan siendo estigmatizadas,
hostigadas, amenazadas, y criminalizadas por actores no estatales pertenecientes a
organizaciones criminales y economías ilícitas como minería ilegal, corrupción, tala ilegal,
tráfico de tierras o narcotráfico, así como respecto de amenazas por parte de actores privados y
estatales. El UNCT manifiesta preocupación sobre el alto nivel de impunidad de los crímenes
contra personas defensoras.

60. El UNCT recomienda la asignación de recursos presupuestales para fortalecer la respuesta
logística en la protección de las personas defensoras y una investigación independiente y
oportuna. Asimismo, se recomienda aprobar una ley que permita medidas coordinadas entre las
autoridades del nivel nacional y el subnacional para brindar asistencia a las personas defensoras
y sus familiares a nivel regional y local.
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10. Personas privadas de libertad

61. El UNCT considera recomendar de manera urgente la generación de estadísticas
desagregadas y la armonización de registros, y el desarrollo de estrategias de prevención de la
tortura y las desapariciones forzadas de la población penitenciaria, con especial énfasis en las
mujeres privadas de libertad; así como la implementación ajustes razonables para personas
privadas de libertad con discapacidad, refugiados y migrantes, personas LGTBIQ, mujeres
gestantes, y NNA.

11. Personas viviendo con VIH/SIDA

62. El UNCT recomienda asegurar un enfoque integral para el acceso a servicios de prevención,
tratamiento, atención y apoyo de calidad frente al VIH/SIDA69, incluyendo a la población
refugiada y migrante, e impulsar el acceso a alimentos a las personas que viven con VIH/SIDA.
El UNCT sugiere dirigir acciones concretas para prevenir el estigma y la discriminación contra
las personas que viven con VIH/SIDA, fortaleciendo la Comisión Nacional contra la
Discriminación-CONACOD y los sistemas de salud, empleo, educación, y protección social.

Notas

1. El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos relativo a
la abolición de la pena de muerte, el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Interamericana contra el Racismo, la
Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, la Convención Interamericana contra toda
Forma de Discriminación e Intolerancia, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el
Caribe). Los Convenios sobre la Protección de los Niños contra la Explotación y el Abuso Sexual
('Convenio de Lanzarote') y el Protocolo adicional a la Convención en Cibercrimen, respecto de la
criminalización de actos de naturaleza racista y xenofóbica cometidos a través de sistemas de
ordenador de 2003 establecen estándares internacionales para salvaguardar y proteger a los niños,
contra la explotación y el abuso sexual infantil facilitado a través de tecnologías digitales,
Recomendaciones A/HRC/37/8 (EPU 2017) paras. 111.1-111.12.

2. Convenios de la Organización Internacional del Trabajo: N°87, N°102, N°129, N°155 y su
Protocolo del 2002, N°128, N°160, N°161, N°162, N°167, N°168, N°170, N°174, N°181, N°188.

3. Aprobar la Política Nacional Multisectorial de Derechos Humanos (PNMDH); Recomendaciones
A/HRC/37/8 paras. 111.14-111.17.

4. Convenio N°190 de la Organización Internacional del Trabajo.
5. Aprobado mediante Decreto Supremo 008-2019-MIMP el 4 de abril de 2019, la PNIG y su Plan

Estratégico Multisectorial contemplan la implementación del Sistema Nacional de Cuidados con
enfoque de género para personas en situación de dependencia, a través de su Objetivo Prioritario 4:
“Garantizar el ejercicio de los derechos económicos y sociales de las mujeres”. En junio del 2021, se
aprobó el Marco Conceptual sobre Cuidados, el cual identifica los principales elementos para tener
en cuenta para una adecuada toma de decisiones en el proceso de implementación del Sistema
Nacional de Cuidados para personas que requieren cuidados y las/los cuidadoras/es.

6. Aprobado mediante Decreto Supremo 002-2020-MIMP. Además del PEMIG se ha creado la
Comisión Multisectorial de naturaleza permanente, y la “Comisión Nacional de Alto Nivel para la
Igualdad de Género – CONAIG” con el objetivo de asegurar la implementación articulada de la
PNIG.

7. Aprobado mediante Decreto Supremo 002-2018-JUS, el 20 de enero de 2018.
8. Aprobado mediante Decreto Supremo 013-2019-MINAM el 30 de diciembre de 2019.
9. Aprobado mediante Decreto Supremo 038-2021-PCM, el cual tiene carácter multisectorial estando a

cargo de la Presidencia del Consejo de Ministros, como ente rector del Sistema Nacional de Gestión
del Riesgo de Desastres (SINAGERD), a través del Viceministerio de Gobernanza Territorial.

10. Aprobado mediante Resolución Ministerial 096-2021-MINAM el 07 de junio de 2021.
11. Las NDC representan una importante oportunidad de consolidar políticas que trasciendan las

gestiones del gobierno a distinto nivel, debido a que el 20 de julio de 2016, mediante Resolución
Suprema 005-2016-MINAM, se creó el Grupo de Trabajo Multisectorial de naturaleza temporal
encargado de generar información técnica para orientar la implementación de las Contribuciones
Nacionalmente Determinadas (GTM-NDC).
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12. Como la Comisión de Alto Nivel sobre el Cambio Climático, la Comisión Nacional sobre el Cambio
Climático, la Plataforma de los Pueblos Indígenas para enfrentar el Cambio Climático, y el Comité
Nacional de Mujeres y Cambio Climático. Además, se destaca la ambición de las metas de
mitigación y adaptación de las NDC en su actualización del 2020, y la aprobación del Plan Nacional
de Adaptación en el 2021. Sin embargo, se considera que se debe reforzar las capacidades de
control, vigilancia y fiscalización ambiental – sin afectar el acceso y usufructo de los recursos por
parte de los pueblos originarios – frente a actividades ilícitas, para mitigar y revertir las tendencias
de pérdida de biodiversidad y degradación de ecosistemas.

13. Aprobado mediante Decreto Supremo 009-2021-JUS, el Plan Nacional de Acción sobre Empresas y
Derechos Humanos es el resultado de un proceso de dos años de diálogo entre 132 instituciones
representativas del Estado, sector empresarial, pueblos indígenas, sindicatos de trabajadores y
organizaciones de la sociedad civil, bajo el liderazgo del MINJUSDH. Perú es el 25.º país en el
mundo y el 3.º de Latinoamérica en contar con un PNAEDH, a fin de incorporar en las políticas
públicas nacionales los Principios Rectores de las Naciones Unidas y otros estándares
internacionales para garantizar la protección y el respeto de los derechos humanos en todas las
actividades empresariales del país; Recomendaciones A/HRC/37/8, paras. 111.41-111.45.

14. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Informe de la II Encuesta Nacional de Derechos
Humanos. 2021. Disponible en: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1611180/3.-
Informe-completo-de-la-II-Encuesta-Nacional-de-Derechos-Humanos.pdf.pdf

15. Shack, N., Pérez, J., & Portugal, L., (2020). Cálculo del tamaño de la corrupción y la inconducta
funcional en el Perú́: Una aproximación exploratoria. Documento de Política en Control
Gubernamental. Contraloría General de la República. Lima, Perú́. Disponible en:
https://doc.contraloria.gob.pe/estudios-
especiales/documento_trabajo/2020/Calculo_de_la_Corrupcion_en_el_Peru.pdf

16. Ello es uno de los motivos de la conflictividad social, siendo así que el Reporte de Conflictos
Sociales 218 ha registrado 209 conflictos sociales, de los cuales el 63.2% son socioambientales,
según información de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad,
Defensoría del Pueblo, Reporte de Conflictos Sociales 218, abril 2022. Disponible en:
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/05/Reporte-Mensual-de-Conflictos-
Sociales-n.º-218-abril-2022.pdf

17. Decreto Supremo 011-2021-MIMP de 10 de julio de 2021.
18. La cual fortalece la interoperabilidad del SNEJ; sin embargo, dicha iniciativa se encuentra

suspendida desde 2019, debido a que no se aprueba un cronograma de plazos y de responsabilidades
para la implementación progresiva de la interoperabilidad.

19. La cual aprueba el Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes y su Reglamento, el Decreto
252-2018-EF, de fecha 11 de noviembre de 2018, y así avanzar hacia un sistema de justicia juvenil
especializado. Ambas normas implementan un sistema penal acusatorio, lo que constituye un gran
avance para la consolidación de un sistema de justicia juvenil acorde a los estándares
internacionales.

20. Creado mediante Decreto Supremo 006-2019-JUS, la cual mantiene la privación de libertad hasta
por 10 años en el caso de delitos graves, la tendencia en la región es un máximo de 5 años. El
PRONACEJ es un organismo cuya finalidad es fortalecer la reinserción social de las y los
adolescentes en conflicto con la ley penal.

21. Instituto Nacional de Estadística e Informática. Perú: Feminicidio y Violencia contra la Mujer 2015
– 2020, Diciembre 2021. Disponible en: https://observatorioviolencia.pe/wp-
content/uploads/2022/03/Peru-Feminicidio-y-Violencia-contra-la-Mujer-2015-2020.pdf

22. Ley 31030, que modificó las normas de la legislación electoral para garantizar paridad y alternancia
de género en las listas de candidatas/os.

23. La Ley 31155 se aprobó con la finalidad de garantizar el ejercicio pleno de los derechos políticos y
la participación en igualdad de condiciones para prevenir y sanciona el acoso contra las mujeres en
la vida política, teniendo como objeto establecer mecanismos de atención, prevención, erradicación
y sanción del acoso contra las mujeres, por su condición de tales, en la vida política.

24. Actualmente se cuenta con 49 congresistas mujeres de un total de 130, para el período 2021-2026; ;
Recomendaciones A/HRC/37/8, paras. 111.37.

25. Reporte “En 18 años, 159 personas murieron en protestas sociales y ningún policía acusado recibió
sanción”, disponible en: https://convoca.pe/agenda-propia/en-ocho-anos-159-personas-murieron-en-
protestas-sociales-y-ningun-policia-acusado

26. Entre las víctimas se encuentra una mujer y un menor de edad, las protestas se desarrollaron en las
regiones de Junín, Ica y Huánuco, actualmente se encuentran en la etapa de investigación preliminar.

27. Aprobado mediante Decreto Supremo 009-2021-IN, publicada el 27 de julio de 2021.

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1611180/3.-Informe-completo-de-la-II-Encuesta-Nacional-de-Derechos-Humanos.pdf.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1611180/3.-Informe-completo-de-la-II-Encuesta-Nacional-de-Derechos-Humanos.pdf.pdf
https://doc.contraloria.gob.pe/estudios-especiales/documento_trabajo/2020/Calculo_de_la_Corrupcion_en_el_Peru.pdf
https://doc.contraloria.gob.pe/estudios-especiales/documento_trabajo/2020/Calculo_de_la_Corrupcion_en_el_Peru.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/05/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-n.�-218-abril-2022.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/05/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-n.�-218-abril-2022.pdf
https://observatorioviolencia.pe/wp-content/uploads/2022/03/Peru-Feminicidio-y-Violencia-contra-la-Mujer-2015-2020.pdf
https://observatorioviolencia.pe/wp-content/uploads/2022/03/Peru-Feminicidio-y-Violencia-contra-la-Mujer-2015-2020.pdf
https://convoca.pe/agenda-propia/en-ocho-anos-159-personas-murieron-en-protestas-sociales-y-ningun-policia-acusado
https://convoca.pe/agenda-propia/en-ocho-anos-159-personas-murieron-en-protestas-sociales-y-ningun-policia-acusado
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28. Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de migrantes y su respectiva modificación Ley
30251 que incluye una cláusula abierta sobre la finalidad del delito, y se especifica la irrelevancia
del consentimiento del menor de edad.

29. Pese a que la promulgación de la Ley 30466 , “que establece Parámetros y Garantías Procesales para
la consideración primordial del Interés Superior del Niño” y de su reglamento, los cuales han
significado un avance para la evaluación y la determinación del interés superior en aquellos asuntos
en que NNA estén involucrados, el Estado no ha desarrollado mecanismos concretos de aplicación
de este principio, ni ha generado criterios objetivos.

30. Asimismo expone a la madre a situaciones abuso y de violencia, toda vez que la mayor cantidad de
causas de separaciones o divorcios se encuentran relacionadas a diversas formas de violencia. Las
estadísticas nacionales indican que 6 de cada 10 mujeres de 15 a 49 años fue víctima de violencia
familiar alguna vez en su vida por parte del esposo o compañero. De acuerdo con la Encuesta
Demográfica y de Salud Familiar – ENDES para el año 2020, el 54,8% de mujeres fueron víctimas
de violencia ejercida alguna vez por el esposo o compañero. De acuerdo con la Encuesta
Demográfica y de Salud Familiar – ENDES para el año 2020, el 54,8% de mujeres fueron víctimas
de violencia ejercida alguna vez por el esposo o compañero (INEI, 2021). En el área urbana la
violencia ascendía hasta el 55,3%, mientras que en el área rural alcanzaba el 52,3%. Asimismo, en
los últimos 12 meses la ENDES da cuenta que el 8.8% de las mujeres reportaron algún tipo de
violencia por parte de su pareja o expareja.

31. En cuanto al aborto, el Código Penal indica que está permitido cuando es el único medio para salvar
la vida de la gestante o para evitar un mal grave y permanente (artículo 119). Además, el Ministerio
de Salud elaboró la "Guía Técnica Nacional para la estandarización del procedimiento de la
Atención Integral de la Gestante en la Interrupción Voluntaria por Indicación Terapéutica del
Embarazo menos de 22 semanas con consentimiento informado en el marco de lo dispuesto en el
artículo 119° del Código Penal" , pero en ella no se especifica a las adolescentes. Además, el aborto
está penalizado cuando el embarazo es producto de una violación e incesto, lo que implica
desprotección para las adolescentes, considerando las altas cifras de violencia sexual. La Defensoría
del Pueblo, “Supervisión a los servicios de atención de la salud sexual y reproductiva de las mujeres
en el contexto de estado de emergencia sanitaria por el COVID-19”,
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2021/05/Informe-Derechos-Sexuales-y-
Reproductivos.pdf indicó que el 2020 se elevó en 12% los embarazos no deseados entre
adolescentes. El Comité de Derechos del Niño ha recomendado al Estado Peruano garantizar el
acceso al aborto terapéutico para las niñas que lo necesiten debido al alto riesgo en sus vidas
(CRC/C/PER/CO/4-5). El avance en el marco legal sobre la materia se ve limitado por la ausencia
de un marco de políticas integrales, así como por la debilidad de capacidades de implementación, de
articulación intersectorial y de gestión de datos.

32. Cabe precisar que antes de la pandemia, las causas de las muertes maternas fueron atribuidas: a
hemorragias obstétricas (29%) y trastornos hipertensivos (19%).

33. Destacan en este sentido: Resolución Ministerial 583-2005/MINSA, que aprueba “Protocolos de
Consejería para la Atención Integral del Adolescente”; Resolución Ministerial 90-2006/MINSA, que
aprueba el Manual de Orientación/Consejería en Salud Sexual y Reproductiva; Resolución
Ministerial 328-2006/MINSA, que aprueba el Documento Técnico “Centros de Desarrollo Juvenil,
un Modelo de Atención Integral de Salud para Adolescentes”; Resolución Ministerial
353-2006/MINSA, que aprueba el Documento Técnico “Implementación de Redes Locales
Multisectoriales de Desarrollo Juvenil”; Resolución Ministerial 638-2006/MINSA, que aprueba la
NTS 047-MINSA/DGPS-V.01: “Norma Técnica de Salud para la Transversalización de los
Enfoques de Derechos Humanos, Equidad de Género e Interculturalidad en Salud”; “Norma Técnica
de Salud para la Atención Integral de Salud de Adolescentes” (NTS 157-MINSA/2019/DGIESP);
Directiva sanitaria que establece el paquete básico para el cuidado integral de la salud de
adolescentes en el contexto del COVID-19 (R.M. 1046-2020-MINSA); Norma técnica de salud para
la atención integral de NNA con infección por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) (NTS
167-INSA/2020/DGIESP); Documento Técnico: Orientaciones Técnicas para el Cuidado Integral de
la Salud Mental de la Población Adolescente (R.M. 753-2021-MINSA).

34. Aprobado mediante Resolución Ministerial 1001-2019, la cual actualizó los criterios para la
atención integral de salud de los adolescentes

35. En los últimos años se ha producido un descenso de la mortalidad infantil (ENDES), la Norma
General Técnica para la Atención Integral del Recién Nacido en la Unidad de Puerperio en Servicios
de Obstetricia y Ginecología, la cual busca otorgar herramientas para la atención integral a la
familia, con énfasis en la detección de indicadores tempranos de depresión postparto y de
dificultades en el establecimiento del vínculo de apego con la sensibilidad materna adecuada con el
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recién nacido.
36. Ley 30947, asímimso se ha implementado 203 centros de salud mental comunitarios.
37. Aprobado mediante Resolución Ministerial 753-2021-MINSA
38. Aprobado mediante Resolución Ministerial 186-2020-MINSA, Guía Técnica: Cuidado de la salud

mental de la población afectada, familias y comunidad en el contexto del COVID-19.
Especificaciones para la atención de la salud mental de niñas, niños y adolescentes.

39. La ley plantea la intervención de los padres de familia en la elaboración de los materiales educativos
y recoge la posición de diversos grupos conservadores del país y plantea en la práctica el riesgo de
retroceder en lo avanzado en la igualdad de género y la educación sexual como parte de la educación
pública

40. Política Sectorial de Educación Intercultural y Educación Intercultural Bilingüe, disponible en:
https://repositorio.minedu.gob.pe/handle/20.500.12799/5960

41. Plan Nacional de Educación Intercultural Bilingüe al 2021, disponible en:
http://repositorio.minedu.gob.pe/handle/20.500.12799/5105

42. En el caso del PEIB el Estado no ha generado un mecanismo de formación y capacitación de
maestros que hablen las lenguas de las niñas, niños y adolescentes indígenas y, por otra parte, se
detectan pocas escuelas en las comunidades, donde las que imparten educación secundaria son
prácticamente inexistentes. Además, la Política de Atención Educativa para la Población de Ámbitos
Rurales aún no se ha implementado en su totalidad. En cuanto al presupuesto, Perú se ha
posicionado como uno de los países con menor gasto público en educación de la región. Según el
Banco Mundial, al 2018, el gasto público como porcentaje del PBI para el Perú era de 3.72%, cifra
que es menor al promedio para América Latina y el Caribe . Perú es uno de los países que destina
menos recursos a los estudiantes de cada nivel educativo y el gasto en proyectos de educación se ha
reducido en un 11% entre 2015 y 2019. Y si bien el presupuesto de educación ha aumentado
anualmente, el problema sigue siendo la efectividad e implementación de este. Además, durante
2018 entró en vigor la Política de Atención Educativa para la Población de Ámbitos Rurales
(Decreto Supremo 013-2018-MINEDU), que, planteada bajo los estándares del Centro Nacional de
Planeamiento Estratégico (CEPLAN), busca garantizar un servicio educativo acorde con las
características, necesidades y demandas socioculturales en zonas rurales, permitiendo desplegar una
trayectoria educativa satisfactoria y desarrollar sus competencias de manera integral. A ello se suma,
la adaptación de este programa para el caso de las niñas, niños y adolescentes afroperuanos.

43. Aprobado mediante Resolución Viceministerial 169-2021-MINEDU.
44. Se destaca la Sentencia de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la

República Peruana de fecha 06 de marzo de 2018, Expediente 23822-2017, la cual ordena la
inclusión del enfoque de género en el Currículo Nacional de Educación Básica.

45. Aprobado el 15 de marzo de 2022, por la Comisión de Relaciones Exteriores del Congreso de la
República.

46. Plan Nacional para la reducción y control de la anemia materno infantil y la desnutrición crónica
infantil 2017-2021, aprobado mediante Resolución Ministerial 249-2017-MINSA, el cual contempla
acciones para mejorar el estado de salud y desarrollo de la población infantil y las gestantes, con
miras a la reducción de la anemia y la desnutrición crónica

47. En el 2020, el 30% de la población nacional se encontraba en esta situación y en el 2018, el 80% de
la población expuesta estuvo conformada por niños y niñas entre 0 y 11 años, conforme se indica qn
el Informe de Adjuntía 019-2021-DP/AMASPPI elaborado por la Defensoría del Pueblo.

48. En enero de 2022, ocurrió el más grave desastre ambiental, el derrame de petróleo en la costa de
Lima; asimismo entre 2000-2019, hubo 474 derrames de hidrocarburo a nivel nacional, afectando el
medio ambiente, áreas naturales protegidas, territorios de pueblos indígenas y medios de vida de la
población local.

49. Asi como la creación de los Lineamientos estratégicos para la prevención de la violencia de género
contra las mujeres, el Sistema Nacional Especializado de Justicia para la protección y sanción de la
violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar (SNEJ) y la aprobación de la
“Estrategia Nacional de Implementación del SNEJ 2021-2026” mediante Decreto Supremo
011-2021-MIMP de 10 de julio de 2021, su implementación requiere fortalecer las capacidades de
prevención de la violencia basada en género incluyendo la transformación de normas sociales y de
género discriminatorias, las capacidades de abordaje integral y multidisciplinario de los servicios, la
restitución de derechos y la consideración de los enfoques de ciclo de vida y no dejar a nadie atrás.

50. El mencionado Programa está destinado a la reducción de la violencia contra las mujeres, mediante
la implementación de intervenciones multisectoriales efectivas basadas en evidencia en materia de
prevención, atención y protección.

https://repositorio.minedu.gob.pe/handle/20.500.12799/5960
http://repositorio.minedu.gob.pe/handle/20.500.12799/5105
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51. Teniendo como objetivo es establecer intervenciones integrales, articuladas y efectivas para prevenir
la violencia de género contra las mujeres, en todos los entornos de socialización y convivencia.

52. Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, para mejorar el procedimiento de denuncias
de actos de hostigamiento sexual en el ámbito educativo, particularmente el universitario

53. Siendo el encargado de formular una propuesta para la reestructuración del Programa Nacional para
la Prevención y Erradicación de la Violencia contra las mujeres e Integrantes del Grupo Familiar –
AURORA (Resolución Ministerial 095-2022-MIMP)

54. Observación de la Comisión de Expertos de la OIT sobre la aplicación del Convenio núm. 100:
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMEN
T_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120666,102805:NO

55. La posibilidad que los adolescentes puedan contraer matrimonio desde los 16 años sigue estando
vigente en la legislación nacional (artículo 241 del Código Civil), incluso una reforma al Código
Civil del año 2018 (Decreto Legislativo 1.384 que modifica el artículo 42 del Código Civil
indicando en su inciso final que “Excepcionalmente tienen plena capacidad de ejercicio los mayores
de catorce años y menores de dieciocho años que contraigan matrimonio, o quienes ejerciten la
paternidad”) abriría la posibilidad para que la figura del matrimonio procediera desde los 14 años. Si
bien durante 2020 se presentó un Proyecto de Ley para derogar la mencionada norma del Código
Civil (Proyecto legislativo 5871-2020-CR, disponible en,
https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legi
slativas/PL05871-20200729.pdf), dicha iniciativa no ha sido discutida por el Congreso de la
República

56. INEI (2017), Encuesta Demográfica y de Salud Familiar, Base de Datos.
57. Ley que prohíbe el uso del castigo físico y humillante, y el Decreto Supremo 003-2018-MIMP el

cual aprobó el reglamento; ambas normas contemplan las medidas para promover el derecho al buen
trato y pautas de crianza positiva en el hogar, la escuela, la comunidad y en cualquier espacio.

58. Conforme a los datos de los Centros de Emergencia Mujer (CEM), entre los meses de enero y abril
de 2021, hubo 4523 casos de violencia contra personas menores de 17 años, siendo niñas y
adolescentes mujeres el 91,9% del total de casos.

59. El Servicio Educadores de Calle es el encargado de atender a las niñas, niños y adolescentes que se
encuentran bajo los perfiles de mendicidad, trabajo infantil en calle y situación de calle propiamente.
Su misión se orienta a brindar orientación y consejería, talleres formativos y artísticos, talleres
socioeducativos y asesoría legal para acabar con las situaciones de vulnerabilidad mencionadas. Para
el año 2020 la cobertura del servicio alcanzó a 22 ciudades a nivel nacional y a 19 distritos de Lima
Metropolitana (Información oficial disponible en https://www.gob.pe/9783-programa-integral-
nacional-para-el-bienestar-familiar-inabif-servicio-de-educadores-de-calle-
sec?token=gB0Pe2aUgfmPIzyPnhe8KldLLIGqw56cy9evJyRLISI). Sin embargo, su cobertura no es
eficiente. El Servicio Educadores de Calle pasó a constituirse en el Programa Nacional Yachay y
luego, en 2017, se desactivó y retornó a INABIF, con recursos limitados.

60. Durante los años 2020 y 2021 el Servicio se ha visto paulatinamente suspendido producto del Estado
de Emergencia Nacional.

61. El sistema de asilo ha sufrido un colapso, producto del gran flujo de movilidad, lo que ha
contribuido a la generación de un sistema que no ha sido capaz de priorizar a la niñez y comprender
la importancia de un abordaje especializado. Según las estadísticas actuales, existen casi 496.095
solicitudes de asilo pendientes de resolver. Además, desde 2020 la Comisión Especial para
Refugiados (CEPR) mantiene inhabilitado el sistema de solicitud de refugio en línea y tampoco se
pueden realizar las solicitudes de refugio presencialmente.

62. El número de personas venezolanas en condición migratoria irregular es muy alto, superando el
60%. Además, la mayoría de ellos afronta diversos tipos de vulnerabilidades y de violencia durante
su proceso de migración. Esta situación se agravó por la coyuntura de la emergencia sanitaria
generada por la pandemia. El Gobierno peruano, con la finalidad de salvaguardas la salud y vida de
los ciudadanos y ciudadanas, dispuso estrictas medidas de aislamiento social y limitación de la
movilidad y libre circulación, así como el cierre de las fronteras y restricciones a las distintas
actividades económicas.

63. Cabe precisar que no existe una política pública integral en materia de protección de población
migrante y refugiada que considere a las niñas, niños y adolescentes. Si bien existen acciones que
significan un avance, donde destacan algunas políticas educativas (al respecto, puede destacarse el
Programa “Lima aprende”, la Resolución Ministerial 665-2018-MINEDU, “Norma que regula la
matrícula escolar y traslado en las instituciones educativas y programas de Educación Básica” y la
Resolución Viceministerial 220-2019-MINEDU, que establece “Orientaciones para el desarrollo del
Año escolar 2020 en Instituciones Educativas y Programas Educativos de la Educación Básica”),

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120666,102805:NO
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120666,102805:NO
https://www.gob.pe/9783-programa-integral-nacional-para-el-bienestar-familiar-inabif-servicio-de-educadores-de-calle-sec?token=gB0Pe2aUgfmPIzyPnhe8KldLLIGqw56cy9evJyRLISI
https://www.gob.pe/9783-programa-integral-nacional-para-el-bienestar-familiar-inabif-servicio-de-educadores-de-calle-sec?token=gB0Pe2aUgfmPIzyPnhe8KldLLIGqw56cy9evJyRLISI
https://www.gob.pe/9783-programa-integral-nacional-para-el-bienestar-familiar-inabif-servicio-de-educadores-de-calle-sec?token=gB0Pe2aUgfmPIzyPnhe8KldLLIGqw56cy9evJyRLISI
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que han facilitado el acceso a las escuelas independientemente de su estatus migratorio y su
documentación, existen otras áreas donde la situación es preocupante, como es el caso del sistema
de salud, protección social y políticas de protección especializada.

64. Decreto Legislativo 689 “Ley para la contratación de trabajadores extranjeros” del año 1991 y la
Ley General de Impuesto a la Renta.

65. La Encuesta Nacional Especializada sobre Discapacidad identificó a 1,575,402 personas con algún
tipo de discapacidad que representa el 5.2% de la población peruana y el 10,3% corresponde a NNA,
y el Censo Nacional del 2017 registró a 3,051,612 personas con discapacidad de los cuales el 4.8%
son menores de 18 años.

66. INEI 2018. Primera encuesta virtual para personas LGBTI.
67. Observación de la Comisión de Expertos de la OIT sobre la aplicación del Convenio sobre los

pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) publicada en 2022:
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMEN
T_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120470,102805:NO

68. Creación del Mecanismo Multisectorial para la protección de personas defensoras de derechos
humanos; Recomendaciones A/HRC/37/8 paras. 111.66-111.74.

69. Al 2020, se contabilizaba 87,000 personas viviendo con VIH/SIDA de los cuáles, el 31.8% son
mujeres trans, el 1.8% indígenas Awajún; el 55% de casos de VIH/SIDA se presentan en jóvenes de
20 a 34 años, 51% son casos concentrados en Lima y Callao, y 3,200 son personas migrantes de
nacionalidad venezolana, que representa el 4.6% del total de PVVS (Dirección de Prevención y
Control de VIH-SIDA, Enfermedades de Transmisión Sexual y Hepatitis - DPVIH - MINSA 2020).
En el Perú, las personas LGBTIQ y las personas con VIH/SIDA (Informe analítico II Encuesta
Nacional de Derechos Humanos https://observatorioderechoshumanos.minjus.gob.pe/wp-
content/uploads/2020/07/1.-Informe-anal%C3%ADtico-de-la-II-Encuesta-Nacional-de-Derechos-
Humanos.pdf). En el segundo informe de avance del PNDDHH 2018-2021, se señaló que las
personas con VIH/Sida y personas con TBC, en el contexto de la pandemia generada por la
COVID-19, son mayoritariamente víctimas de discriminación; siendo así que una de las medidas de
protección es el Decreto Supremo 002-2020-SA que reglamenta la Primera Disposición
Complementaria Final del Decreto Legislativo 1346 que establece disposiciones para optimizar los
servicios que son financiados a través del Seguro Integral de Salud (SIS) e incorpora la afiliación al
Seguro Integral de Salud (SIS) régimen subsidiado del SIS, a las personas que viven con el
VIH/SIDA.

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120470,102805:NO
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:13100:0::NO:13100:P13100_COMMENT_ID,P13100_COUNTRY_ID:4120470,102805:NO

	

